








    

 

exclusivamente a la Administración, sin que, sea imputable en modo alguno a la conducta de los 

interesados 

Acreditado, por tanto, este defecto en cuanto a la notificación de la resolución iniciadora, y, 

visto que no ha quedado acreditado que los interesados pudieran haber tenido conocimiento de la 

existencia del procedimiento sancionador por otra vía, hemos de analizar si este defecto les generó 

algún tipo de indefensión. 

 Siguiendo con lo que establece la sentencia a la que hemos hecho referencia anteriormente, 

señalamos lo siguiente; 3. Para que se produzca la vulneración del derecho constitucional consagrado 

en el artículo 24 de la Constitución, que alega la recurrente, es necesario que la notificación en 

domicilio distinto del indicado haya causado indefensión al interesado. Por eso esta Sala ha dicho en 

sentencias de 12 de mayo de 2011 (casa. 2697/2008) y 2 de febrero de 2012 (casa. 5932/2010) que 

"una vez reconocida la aplicación del derecho a la tutela judicial efectiva en el ámbito del 

procedimiento administrativo, resulta necesario poner de manifiesto que es doctrina del Tribunal 

Constitucional que, en materia de notificaciones, únicamente lesiona el artículo 24 de la Constitución 

Española la llamada indefensión material y no la formal, impidiendo "el cumplimiento de su 

finalidad, tendente a comunicar la resolución en términos que permitan mantener las alegaciones o 

formular los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico frente a dicha resolución"( SSTC 

155/1989, de 5 de octubre, FJ 3; 184/2000, de 10 de julio, FJ 2; y 113/2001, de 7 de mayo, FJ 3), con 

el "consiguiente perjuicio real y efectivo para los interesados afectados" ( SSTC 155/1988, FJ 

4; 112/1989, FJ 2; 91/2000, de 30 de marzo; 184/2000, de 10 de julio, FJ 2; 19/2004, de 23 de 

febrero; y 130/2006, de 24 de abril FJ 6. En igual sentido sentencias de esta Sala de 25 de octubre de 

1996 (rec. apel. núm. 13199/1991, FD Cuarto; y de 22 de marzo de 1997 (rec. de apel. núm. 

12960/1991), FD Segundo). 

Lo anterior implica, básicamente, en lo que aquí interesa, que, si pese a los vicios de 

cualquier gravedad en la notificación, puede afirmarse que el interesado llegó a conocer el acto o 

resolución por cualquier medio --y, por lo tanto, pudo defenderse frente al mismo--, o no lo hizo 

exclusivamente por su negligencia o mala fe, no cabe alegar lesión alguna de las garantías 

constitucionales, dado el principio antiformalista y el principio general de buena fe que rigen en esta 

materia ( SSTC 101/1990, de 4 de junio, FJ1; 126/1996, de 9 de julio, FJ 2; 34/2001, de 12 de 

febrero, FJ 2; 55/2003, de 24 de marzo, FJ 2; 90/2003, de 19 de mayo, FJ 2; y 43/2006, de 13 de 

febrero). 

Aplicando lo dispuesto al caso que analizamos hemos de señalar lo siguiente: 

No es controvertido tampoco, (la Administración no lo niega) que, una vez que se dictó la 

resolución por la que se iniciaba el expediente sancionador, la siguiente resolución que se dictó fue la 

que resolvía el mismo y por la que se les imponía la multa de 30.000 euros. Es la resolución de fecha 



    

 

de 26/04/2023. Y todo ello, habida cuenta que, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 64.2 f) de la 

Ley 39/2015, en caso de que los interesados no efectuasen alegaciones en un plazo de 15 días, el 

acuerdo de iniciación podría ser considerado como propuesta de resolución. 

Pues bien, teniendo en cuenta estos hechos, hemos de concluir que, el defecto de notificación 

en la resolución del inicio del procedimiento sí que les generó a los interesados una indefensión 

material que vicia de nulidad la resolución que pone fin al mismo.  

Y es que, la falta de notificación privó a los interesados de numerosas posibilidades de 

intervenir en el procedimiento administrativo, así, se les privó del derecho a formular alegaciones una 

vez notificada la resolución de inicio, del derecho de solicitar y practicar prueba tendente a acreditar 

los hechos en que hubiesen basado su defensa, y, se les privó del derecho de audiencia, previsto antes 

de que se formule la propuesta de resolución. Todas estas circunstancias determinaron que, el 

contenido de la resolución iniciadora fuese considerada como propuesta de resolución, por aplicación 

de lo dispuesto en el artículo 64.2 de la LPAC. Pues bien, mal podrían hacer alegaciones, si, no tenían 

conocimiento de la existencia del procedimiento. 

Ahora bien, no son estos hechos los fundamentalmente se considera que causan indefensión, 

ya que, son posibilidades de intervención que hubiesen podido articular en el recurso de reposición. La 

auténtica indefensión que entiende esta juzgadora que se produjo, es la privación de la posibilidad 

contemplada en el artículo 85 de la LPAC. Es decir, de la posibilidad de verse beneficiado por la 

reducción de la sanción para el caso de que reconociesen su responsabilidad o renunciasen a cualquier 

acción o recurso en vía administrativa o contencioso administrativa. Y es que, dicha posibilidad, tan 

solo se contempla si, el interesado opta por cualquiera de dichas alternativas, en el tiempo que media 

entre que se le notifica la resolución iniciadora hasta que se dicta resolución por la que se pone fin al 

procedimiento. En este caso, al no habérsele notificado la resolución iniciadora y notificarse 

directamente la que puso fin al procedimiento, se le privó de esta posibilidad, privación que sí se 

considera que genera una indefensión material que vicia de nulidad las resoluciones finalizadoras del 

procedimiento y las posteriores, habida cuenta que la sanción impuesta fue económica y no se le 

permitió beneficiarse de la reducción en su importe. 

En consecuencia, hemos de resolver el presente procedimiento dándole la razón a los 

recurrentes, en el sentido de que se considera que, por parte del Ayuntamiento de Sant Antoni se 

infringieron las normas que regulan la notificación de los actos administrativos. Que, dicha infracción 

generó una indefensión material a los interesados por los motivos expuestos y que, por tanto, en 

aplicación de lo dispuesto en el artículo 47.1 e) de la Ley 39/2015, la resolución finalizadora del 

procedimiento y la que resuelve el recurso de reposición han de ser declaradas nulas de pleno derecho. 

Por todo ello, procede estimar el recurso interpuesto, y declarar que: 





    

 

 

 

 

 
  


